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  FEMINISMOS Y POLÍTICAS ANTITRATA



  En diciembre de 2012, la Cámara de Diputados de la Argentina aprobó la reforma de la Ley de Trata: aumentó las penas previstas y eliminó la distinción entre prostitución forzada y prostitución voluntaria. Esta reforma no solo respondió a particularidades propias del contexto local, sino también a determinadas discusiones y acuerdos que tuvieron lugar en los espacios transnacionales y supranacionales que impactaron, de manera diferencial, en las políticas de distintos países del norte y sur global. Asimismo, no es para nada desdeñable el papel, alrededor de todo el mundo, de los feminismos abolicionistas, cuyos discursos y conceptualizaciones han servido de insumos para el despliegue de los regímenes anti-trata. Sin dudas, la administración Bush posicionó a escala global el problema de la trata de personas, pero esta campaña y las políticas desplegadas se configuraron de manera singular para cada contexto, por lo que la perspectiva comparada se torna relevante. Así, el 30 de noviembre y el 1 de diciembre de 2022, en vísperas del décimo aniversario de la reforma de la Ley de Trata en la Argentina, investigadoras de Argentina, Brasil, España, Portugal y México nos reunimos para intercambiar experiencias de investigación en el campo de los estudios sobre el mercado del sexo y, específicamente, sobre los impactos de las políticas anti-trata durante la última década. Nos interesaba pensar cómo en cada caso los regímenes anti-trata devinieron campañas anti-prostitución, cómo las políticas anti-trata afectaron la cotidianeidad de las trabajadoras sexuales, qué usos de la historia fueron puestos a circular en las narrativas abolicionistas y qué usos y apropiaciones de los discursos feministas aparecieron en las reformas legislativas. Nos preguntamos, también, por la emergencia de los activismos anti-trata, las narrativas sobre el comercio sexual que estos desplegaron y los efectos de estas políticas en los procesos de criminalización de las trabajadoras sexuales. Los artículos aquí reunidos son resultado de ese encuentro.
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    PRESENTACIÓN 
 De la lucha contra la trata a la campaña antiprostitución: perspectivas feministas comparadas 

 Deborah Daich y Cecilia Varela



    En diciembre de 2012, la Cámara de Diputados de la Nación aprobó la reforma de la Ley de Trata.1 El proyecto, que recogía las críticas que las organizaciones feministas abolicionistas y antitrata tenían respecto de la ley promulgada en 2008, había sido aprobado, un año antes, por el Senado. La repentina premura para su incorporación y tratamiento en las sesiones legislativas extraordinarias se resume en un gesto político, uno que siguió al fallo absolutorio en el caso de Marita Verón.2 En un clima de indignación y movilización social frente al caso impune, el Congreso Nacional aplicó un viejo y conocido reflejo: el punitivo.


    Así, en consonancia con las demandas de las organizaciones antitrata y abolicionistas, la reforma amplió el tipo penal y aumentó las penas previstas. También hizo suya la proclama abolicionista “nadie puede consentir su propia explotación” al dejar de tener en cuenta el consentimiento de las personas mayores de edad para la tipificación del delito. Así pues, la nueva ley eliminó la distinción entre prostitución forzada y prostitución voluntaria, por lo que un amplio arco de inserciones en el circuito del sexo comercial quedó subsumido bajo la categoría “trata” sin importar la decisión o la voluntad de las personas involucradas.


    Ahora bien, esta reforma no solo respondió a particularidades propias del contexto local sino también a determinadas discusiones y acuerdos que tuvieron lugar en los espacios transnacionales y supranacionales y que impactaron, de manera diferencial, en las políticas de distintos países del norte y el sur global. Asimismo, no es para nada desdeñable el papel, a lo largo y lo ancho del globo, de los feminismos abolicionistas, cuyos discursos y conceptualizaciones han servido de insumos para el despliegue de distintas formas de gobierno de la prostitución. Y cuyas narrativas y acciones conforman parte, también, de los regímenes antitrata (Piscitelli, 2015).


    Desde los años 80, el movimiento feminista activo en esferas supra y transnacionales venía demandando que distintas prácticas –antaño incuestionadas en su legitimidad– fueran impugnadas como violencia hacia las mujeres y luego violencia de género (De Miguel Álvarez, 2005; Gregori, 2010) Hacia los años 90, la campaña antiviolencia, a través de sus intervenciones en foros supranacionales como Naciones Unidas, logró traducir distintas experiencias de opresión –en muy distintos contextos– en el lenguaje transnacionalizado de los derechos humanos. En este marco, algunas feministas buscaron inscribir, con un éxito variable, la prostitución bajo el paraguas de los temas de violencia contra las mujeres de modo tal que ningún “consentimiento” fuera allí posible (Saunders, 2005).3


    Más allá de la intensa campaña que la organización abolicionista Coalición contra el Tráfico de Mujeres (CATW, por su sigla en inglés) desplegó, a propósito de la elaboración del Protocolo de Palermo durante 2000 y 2001, cuyo resultado fue una definición transaccional del delito de trata plagada de ambigüedades (Piscitelli, 2004; Varela, 2015), fue el impulso que otorgó la administración Bush a esta cuestión lo que posicionó a escala global el problema de la trata de personas. Paradójicamente, el impulso global a políticas antitrata basadas en una definición muy amplia del delito, en sintonía con las demandas abolicionistas, se desplegaba desde una alianza conservadora que mantenía, dentro de los límites de Estados Unidos, una estricta perspectiva prohibicionista de la prostitución.


    Puesto que la campaña antitrata y las políticas desplegadas se configuraron, para cada contexto, de manera singular, en función de los otros problemas sociales a los que se articularon (la migración, por ejemplo), de las derivas de las luchas feministas y de los lenguajes y las narrativas que se desplegaron para hacer emerger una conciencia social del problema, la perspectiva comparada se torna relevante. Así, el 30 de noviembre y el 1 de diciembre de 2022, en vísperas del décimo aniversario de la reforma de la Ley de Trata en la Argentina, investigadoras de la Argentina, Brasil, España, Portugal y México nos reunimos para intercambiar experiencias de investigación en el campo de los estudios sobre el mercado del sexo y, específicamente, sobre los impactos de las políticas antitrata durante la última década. Nos interesaba pensar cómo en cada caso los regímenes antitrata devinieron campañas antiprostitución,4 cómo las políticas antitrata afectaron la cotidianeidad de las trabajadoras sexuales, qué usos de la historia fueron puestos a circular en las narrativas abolicionistas y qué usos y apropiaciones de los discursos feministas aparecieron en las reformas legislativas. Nos preguntamos, también, por la emergencia de los activismos antitrata, las narrativas sobre el comercio sexual que estos desplegaron y los efectos de estas políticas en los procesos de criminalización de las trabajadoras sexuales.


    Así pues, los artículos que conforman la presente compilación resultan de las discusiones que tuvieron lugar durante el workshop “Debates feministas a diez años de la Ley de Trata en Argentina: experiencias desde una perspectiva comparada”.5 La selección de trabajos apunta a construir un enfoque comparado capaz de mostrar los matices y las modulaciones que adquirió la campaña en distintos contextos.


    Esta compilación se inicia con la intervención de Marta Lamas, quien brinda una serie de coordenadas para pensar la actual coyuntura, a la que caracteriza como una “guerra cultural” entre feministas neoabolicionistas y feministas proderechos de las y los trabajadoras del sexo. Advierte sobre un feminismo punitivo que fortalece la hegemonía de la figura de la mujer víctima y que resulta funcional al dispositivo antitrata, y a sus severas políticas sexuales y reglamentaciones migratorias. Este feminismo punitivo y neoabolicionista, nos dice, florece gracias a los procesos de desdemocratización auspiciados por la intersección del neoliberalismo y el neoconservadurismo. Así, no ha de sorprender que estos feminismos asuman, también, otras agendas conservadoras.


    La apelación al pasado es un recurso habitual en los activismos, y los neabolicionismos no son la excepción, por eso, el artículo de Cristiana Schettini interroga los usos de la historia en las narrativas acerca de la lucha contra la trata. Toma, como caso, la Ley Palacios de septiembre de 1913 y contrasta su revalorización de los últimos años, con sus sentidos en disputa en el pasado. Considerada la primera ley antitrata argentina, y de la región, la fecha de su promulgación fue elegida por la CATW, en 1999, para conmemorar el Día Internacional contra la Explotación Sexual y el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños. Así, desde entonces, la Ley Palacios comenzó a tener una presencia más importante en el debate público local y se construyó como símbolo inequívoco de la lucha contra la trata y la explotación. Para 1913, señala Schettini, la lucha contra la trata podía ser pensada como compatible con la reglamentación de la prostitución, y es en ese cruce donde se ubicaba la Ley Palacios, posibilidad que se perdió en las décadas siguientes. Su reflexión acerca de los usos pasados, y presentes, de la ley plantea el interrogante de hasta qué punto las analogías históricas unidimensionales y la obsesión por un punto de origen impiden prestar atención a “las consecuencias de políticas públicas bien intencionadas y sus sentidos, y usos, para quienes son afectadas por ellas”.6


    Si bien hay algunas recurrencias en lo que hace a las narrativas y los activismos feministas que participan de los regímenes antitrata, en cada país pueden observarse distintas inflexiones, modalidades y desarrollos. Así, para el caso de Portugal, Mara Clemente explora tanto las formas en que las organizaciones feministas locales conceptualizaron la trata como las demandas que realizaron, en un momento en que, en dicho país, se estaba construyendo institucionalmente el sistema de lucha contra la trata. Para el caso portugués ha de resaltarse, además, que la ausencia de sólidas agrupaciones de trabajadoras del sexo que pudieran alzar su voz atentó contra la reivindicación de sus derechos y facilitó, luego, la identificación de la prostitución con la trata. En su artículo, Clemente advierte que la actual configuración de la lucha contra la trata representa “un campo controvertido que refuerza los poderes burocráticos de otro feminismo, el del Estado”. Pues en Portugal, sostiene, el devenir del movimiento feminista ha estado, en buena parte, ligado al Estado. En otros países, en cambio, es posible advertir mayor presencia de “feminismos autónomos”, que conviven y disputan significados y acciones con los “feminismos institucionales” pero, en todos los casos, sus narrativas y activismos en torno a la lucha contra la trata legitiman y participan de la creación de nuevas burocracias, lenguajes expertos y activistas.


    Han sido determinadas narrativas feministas las que sirvieron de insumo para las políticas antitrata. Si para muestra alcanza un botón, la penalización del cliente, el corazón del llamado “modelo sueco”, es inseparable del imaginario que lo asocia a un “violador con billetes”. Cuando, en 2012, se discutió la reforma de la Ley de Trata en la Cámara de Diputados de la Argentina, algunas legisladoras quisieron debatir el rol y la responsabilidad del cliente. Informadas por discursos neoabolicionistas que igualan prostitución a trata, y ambas a violencia de género, sostuvieron que el cliente de la prostitución y de la trata era el mismo, que había que considerarlo un cómplice del proxeneta o inclusive responsabilizarlo por el “abandono de persona” de la “víctima indefensa”. Aunque, finalmente, no se legisló al respecto, la penalización del consumidor quedó planteada en dos proyectos presentados y más de una legisladora enunció: “Sin clientes, no hay trata”. En ese entonces, las organizaciones de trabajadoras sexuales respondieron, en las redes sociales y en los medios, llamando la atención respecto del hecho de que “penalizar a los clientes es penalizar a las trabajadoras sexuales”.7 Con esa leyenda, las trabajadoras sexuales subrayaban que ese tipo de iniciativas afectarían sus fuentes de trabajo y las empujaría, aún más, a la clandestinidad. Como bien señala Santiago Morcillo, el cliente de la prostitución, que ha sido un sujeto históricamente invisibilizado, aparece hoy en las narrativas abolicionistas como el “putero” o el “prostituyente”. Dicha construcción es posible a partir de una serie de discursos sobre género, masculinidad y sexualidad, que Morcillo analiza y pone en vinculación con los intentos de moralización y penalización de los clientes. Para ello, se centra en la política contra los clientes implementada en Francia (explicitando, primero, su origen y devenir sueco) y traza paralelos con las construcciones discursivas sobre los clientes de la prostitución en la Argentina. ¿Qué tipo de sujeto emerge de estas construcciones? ¿Qué papel juega la estigmatización y lo “perverso” en dicha construcción? ¿Cómo impactan estas políticas en la vida de las trabajadoras del sexo? Son estas complejidades, también, las que aborda Morcillo en el artículo que integra esta compilación.


    Los efectos de los regímenes antitrata en términos de vulneración de los derechos de quienes ejercen el trabajo sexual resultan, a la luz de las experiencias compartidas en el workshop, un rasgo ampliamente extendido. En la Argentina, la denuncia de violencia institucional y vulneración de derechos cobra relevancia especialmente a partir de la reforma de la ley. En ese entonces, los operativos en contra de la trata de personas se hicieron cada vez más visibles, más frecuentes y más espectaculares, y desde las organizaciones de trabajadoras del sexo se denunciaron los incesantes allanamientos, con orden judicial o sin ella, seguidos de robos y vejaciones varias. Las trabajadoras sexuales fueron acusadas penalmente de regenteadoras, rescatadas como víctimas y sancionadas por incumplir el código de habilitaciones. En algunos casos, al ser objeto de todos esos procedimientos en simultáneo, fueron víctima, victimaria e infractora, todo al mismo tiempo (Daich y Varela, 2014). Todas estas acciones que se decían estaban pensadas para combatir la trata de personas se dirigían, en realidad, al sexo comercial. Así, diez años después vale preguntarse ¿qué sucedió con las trabajadoras sexuales que padecieron las políticas antitrata en primera persona? ¿Qué salidas o derroteros fueron delineados al calor de la campaña antitrata? Deborah Daich y Cecilia Varela vuelven sobre las trayectorias de las mujeres que conocieron, por aquellos años, en la ciudad de Buenos Aires, interrogando sus devenires luego del despliegue más intenso de la campaña antitrata durante 2012 y 2013. Proponen mirar las consecuencias de las políticas antitrata por fuera de una “política de cifras” que atiende a números de “rescatadas” en una foto congelada en el tiempo. Antes bien, sugieren partir de las experiencias de las mujeres, teniendo en cuenta sus trayectorias vitales, sus márgenes de autonomía y la transformación que estas puedan haber tenido en un proceso social que alteró radicalmente el mercado de sexo comercial de la ciudad de Buenos Aires. Las políticas antitrata, señalan las autoras, redujeron la oferta visible del sexo comercial tanto como reprodujeron y profundizaron la precarización que caracteriza al sector, condujeron a la criminalización de muchas trabajadoras y coartaron los proyectos vitales de tantas otras. Un efecto, seguramente inesperado, fue la ampliación y el fortalecimiento de la organización de las trabajadoras del sexo. Así, el artículo ofrece una suerte de balance de los efectos de la campaña antitrata, a una década de su despliegue más espectacular. Muchas de las reflexiones allí vertidas son compartidas por Georgina Orellano, quien repasa el período desde su posición y experiencia como secretaria general del Sindicato de Trabajadorxs Sexuales-AMMAR. Ambos artículos se complementan y brindan herramientas para un diagnóstico de situación. Esa complementación surge no solo de perspectivas teórico-políticas afines sino, también, de un trabajo previo de articulación entre el sindicato y las investigadoras, que dio lugar, en 2013, a un informe sobre las políticas antitrata y la vulneración de los derechos de las trabajadoras sexuales. Se trató de una investigación colaborativa, que adoptó la perspectiva de las formas de gobierno de la prostitución y fue realizada desde una óptica feminista (Daich y Varela, 2022).


    El texto de Orellano repasa algunos de los efectos negativos de las políticas antitrata y resume algunas de las estrategias que se dieron desde el sindicato: promoción de derechos, fortalecimiento y crecimiento de la organización, realización de informes, intervenciones espontáneas en reuniones y charlas de funcionarias y funcionarios antitrata, entre otras. La irrupción de las trabajadoras sexuales en la discusión pública acerca de las políticas de rescate, relatada por Orellano, da cuenta de las distancias, a veces insondables, entre las experiencias de primera mano y las narrativas e imaginarios neoabolicionistas que sostienen a las políticas antitrata. En esas distancias se juegan también, y como muestra Orellano, arraigados prejuicios de clase.


    Las distintas posturas feministas respecto de la prostitución debieran poder mirar más allá de sus propias convicciones, nos advierte, en este libro, Marta Lamas; un compromiso responsable de aquellas “debería analizar los costos y los beneficios de sus propuestas y de sus acciones en las vidas concretas de las trabajadoras sexuales”. Sin embargo, la última década viene dando cuenta del movimiento contrario: el combate contra la prostitución y la trata, y la narrativa neoabolicionista que lo acompaña, auspiciaron medidas que, en todos los casos aquí reseñados, atentaron contra los derechos de quienes ofrecen sexo comercial. Si hubo beneficios, no fueron para quienes ejercen voluntariamente el trabajo sexual.


    Así por ejemplo, en España, según reseña Rocío Medina Martín, las modificaciones legislativas propuestas últimamente por el Ministerio de la Igualdad, lejos del anunciado objetivo de protección de las políticas abolicionistas, “consolidan un largo proceso de asunción de políticas neoliberales y punitivistas sobre la prostitución, inteligibles desde lo que se ha denominado como feminismo carcelario”. La autora desarrolla antecedentes legislativos y jurisprudenciales respecto de la prostitución en el Estado español para analizar, luego, las modificaciones de ley propuestas por el Ministerio de la Igualdad durante la pandemia, así como sus derivas políticas y posibles consecuencias prácticas, sobre las trabajadoras sexuales. Mirando también el mapa europeo, Ruth Mestre i Mestre repasa la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en materia de trata en los últimos dieciocho años. Señala, con preocupación, el abandono de las categorías de esclavitud, servidumbre y trabajo forzado y la omnipresencia de la “trata de personas”, una categoría que muchas veces termina por dejar en situación de desamparo a buena parte de sus víctimas. Su trabajo discute la necesidad de deslindar conceptualmente entre explotación sexual y laboral, y busca comprender algunas de las dificultades que encuentran las víctimas de este delito para acceder a la justicia y obtener reparación.


    Otra serie de trabajos que aquí presentamos abordan las lógicas de las investigaciones y operaciones policiales, los procesos judiciales abiertos por el delito de trata de personas y sus efectos sobre las vidas de las trabajadoras sexuales en el contexto latinoamericano. Luz Jiménez Portillo muestra la construcción del dispositivo antitrata mexicano y sus efectos sobre el comercio sexual callejero en la zona de La Merced, en el Centro Histórico de Ciudad de México. Su trabajo observa los efectos de estas políticas, no tanto a la luz de las intenciones autodeclaradas de sus responsables sino a través de las experiencias de las mujeres trabajadoras sexuales entre las que realizó su trabajo de campo. Así, ella muestra cómo, paradójicamente, las medidas dispuestas para “rescatar” y “proteger” a las personas que han vivido procesos de trata de personas contribuyeron a aumentar la inseguridad y la violencia contra las mujeres que practicaban el sexo comercial voluntariamente en mercados sexuales callejeros desprotegidos.


    En la Argentina, ya han sido bien establecidos los efectos de las políticas antitrata en términos de una sobrerrepresentación de cis-mujeres entre las personas procesadas y condenadas por el delito de trata con fines de explotación sexual. Los trabajos de Agustina Iglesias y Estefania Martynowskyj abordan esta cuestión a través de la aplicación del artículo 5.º en la Ley de Trata argentina, el cual plantea que “las víctimas de la trata de personas no son punibles por la comisión de cualquier delito que sea el resultado directo de haber sido objeto de trata”. Aunque el artículo ya existía en la redacción de la primera Ley de Trata de 2008, su aplicación fue muy tardíamente impulsada por las burocracias responsables de la persecución del delito y por los mismos tribunales. En este marco, Iglesias se pregunta por los criterios jurisprudenciales, dogmáticos y político-criminales que orientaron la aplicación del artículo. Para ello, analiza los documentos y las recomendaciones que realizaron tanto la Oficina del Crimen y el Delito de las Naciones Unidas, en 2020, como la Procuraduría Especializada en Trata de Personas de la Argentina, en 2021. Así, ilumina las jerarquías de victimización que los criterios propuestos habilitan, vinculados a las exigencias de vulnerabilidad, respetabilidad, inocencia y pasividad demandadas a quienes pudieran potencialmente ubicarse bajo este argumento exculpatorio. Por su parte, Martynowskyj estudia la aplicación del artículo de no punibilidad en la justicia federal de Mar del Plata, ciudad considerada modelo en la lucha antitrata en el país por la gran cantidad de condenas obtenidas. Su trabajo interroga la incorporación del feminismo de la dominación, que construye género como estructuras de posiciones fijas de dominio (masculino) y sujeción (femenina) y la sexualidad como el espacio fundamental de la subordinación femenina, como sinónimo de perspectiva de género en estos procesos judiciales. Así, en sintonía con el trabajo de Iglesias, muestra a través del análisis de causas judiciales cómo el artículo fue aplicado tardíamente solo en aquellos casos donde el derecho, como tecnología de género, lograba caracterizar a estas mujeres como pasivas e indefensas, reinstalando esencialismos de género y profundizando una concepción neoliberal de la vulnerabilidad.


    Por último, el trabajo de Laura Lowenkron explora, a través de una estrategia etnográfica, las investigaciones de la Policía Federal en torno al delito de trata de personas en Brasil. Iluminando el mundo cotidiano de la gestión policial de estos ilegalismos, observa cómo la atención se desplaza de la retórica de las “emociones”, propia de los modos dominantes en la construcción del problema público, al mundo de los “hechos”. El análisis que realiza de las teorías nativas sobre la “trata de personas” de los policías muestra cómo, considerada un sujeto pleno en el sentido liberal, la “víctima” del delito de “trata de personas” es reconocida como moralmente responsable no solo de sus propios actos, sino también del éxito o del fracaso de la investigación criminal. Su trabajo llama la atención sobre el problema del encapsulamiento de la violencia en la noción más limitada de criminalidad. En el gobierno policial de la “trata de personas”, esto acababa por producir un borramiento de las múltiples relaciones de poder entre “víctimas” y “delincuentes” y restringir el reconocimiento de otras violencias que no caben tan fácilmente en la categoría jurídico-criminal.


    Durante mucho tiempo, el debate público en torno a las políticas antitrata pareció estar dominado por una política de cifras que cuantificaba rescates, operaciones y víctimas rescatadas. Por su parte, algunas burocracias estatales y ONG presentaban investigaciones que se basaban en los expedientes judiciales, entendidos como una fuente transparente y autoevidente de información, soslayando o bien ignorando que esos documentos se producen en y expresan relaciones de poder altamente asimétricas. Esperamos que estos trabajos contribuyan a animar una discusión sobre las políticas antitrata basada en evidencia empírica y centrada en sus efectos sobre las personas que se propusieron proteger.
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        1. Se trata de la ley 26.842.

      


      
        2. María de los Ángeles “Marita” Verón es una joven tucumana secuestrada en abril de 2002 mientras se dirigía a realizar un control médico. Su madre, Susana Trimarco, emprendió su búsqueda y los primeros indicios apuntaron a una red de prostíbulos riojanos conectados con los poderes políticos locales. En el marco de la causa, se realizaron allanamientos en varios prostíbulos –dentro y fuera de La Rioja–, en los que fueron encontradas mujeres que ejercían la prostitución, varias de las cuales dijeron encontrarse en contra de su voluntad. Si bien la desaparición de Marita Verón databa de abril de 2002, el caso llegó a la televisión nacional y a la prensa escrita de circulación nacional recién en noviembre de 2003 a partir de un informe de Telenoche investiga. Mientras la desaparición de Marita podría haber perdido resonancia como otros casos judiciales no resueltos, concitó una enorme atención local cuando en 2007 los ojos del Departamento de Estado de Estados Unidos posaron su interés en la historia de Susana Trimarco y el caso se transformó en una referencia ineludible a partir de la emisión en horario central de la telenovela Vidas robadas en 2008.

      


      
        3. Doezema (2005) señala que fue justamente en respuesta a este intento que el movimiento de trabajadoras sexuales elaboró la distinción entre prostitución “forzada” y “libre”. Ello permitía mantenerse leal a la estrategia feminista de visibilizar los temas de violencia contra las mujeres pero habilitando un espacio para la reivindicación de derechos por parte de las trabajadoras sexuales.

      


      
        4. Que las campañas antitrata se dirigen a la eliminación del sexo comercial ha sido señalado por distintos autores ya. Ver, por ejemplo, Weitzer (2005, 2007), Chuang (2010).

      


      
        5. Realizado los días 30 de noviembre y 1 de diciembre de 2022 en el Centro Cultural Paco Urondo, Facultad de Filosofía y Letras (FFYL), Universidad de Buenos Aires. Con apoyo de FFYL, UBA y Fondo para la Investigación Científica y Tecnológica (FONCYT), Agencia-Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MINCYT).

      


      
        6. Sin dudas, las formas en que se cuenta el pasado participan de las disputas políticas del presente. En este sentido, vale recordar otra figura distintiva de la narrativa abolicionista y antitrata, la de Raquel Liberman. En otro trabajo, Schettini (2023) contrapone el guion de la joven migrante víctima de una poderosa red criminal, con el que el neoabolicionismo la caracteriza, a su derrotero en Buenos Aires, el que muestra las estrategias migratorias, y de acumulación de riqueza, en mujeres que trabajaron en la prostitución durante la posguerra.

      


      
        7. Poco después de la reforma, en 2013, dos nuevos proyectos de penalización del cliente fueron presentados en el Congreso de la Nación. Uno buscaba penalizar a los clientes de la trata y otro a los clientes de la prostitución, sin importar el consentimiento de quien ofrece el servicio sexual. Anteriormente, en 2010, ya la diputada Marcela Rodríguez, conocida feminista abolicionista, había presentado un proyecto de penalización.

      

    

  


  
    El dispositivo antitrata y el prejuicio sobre el trabajo sexual 

 Marta Lamas



    Si algo ha ocurrido en nuestras sociedades latinoamericanas en lo que va de este siglo es una transformación del imaginario político acerca de la libertad sexual de las mujeres. La lucha feminista para que las mujeres podamos tomar decisiones sobre nuestro cuerpo ha ampliado las normas legales y las pautas culturales respecto de la interrupción del embarazo, sin embargo no lo ha logrado en relación con el trabajo sexual. Además, el proceso de democratización en nuestras sociedades latinoamericanas ha llevado a reconocerles derechos tanto a las personas de la diversidad sexual como a las que asumen identidades de género no normativas, pero las trabajadoras sexuales no han conseguido el reconocimiento de sus derechos laborales, tal vez porque su demanda pone en cuestión la idealización de “la Mujer” inscripta en el mandato de la feminidad: ser casta, recatada y fiel.


    El reclamo de las trabajadoras sexuales autónomas de que se reconozca legalmente su oficio es un componente principalísimo de la “guerra cultural” que se libra en la actualidad. Las “guerras culturales” son enfrentamientos entre grupos ideológicamente opuestos con relación a creencias y a prácticas, y el historiador italiano Steven Forti (2021) las considera una de las estrategias principales para conseguir hegemonía ideológica. Supuestamente, las “guerras culturales” se llevan a cabo con medios no mortíferos, como narrativas mediáticas, leyes y políticas públicas, y las que están ocurriendo actualmente entre las feministas neoabolicionistas y las que defienden el trabajo sexual autónomo están provocando una brecha dentro del movimiento feminista. Hoy la disputa feminista (Lamas, 2016) se ha desplazado al espacio público y estamos presenciando sus efectos negativos en la subjetividad de muchas personas. El clima cultural que se ha ido generando, eso que también se califica de la afectividad de la época y que los medios de comunicación transmiten, está signado por el feminismo punitivo que ha fortalecido la hegemonía de la figura de la mujer víctima. En esa representación, que ha generado cierta dificultad para que se reconozca a las trabajadoras sexuales como trabajadoras con derechos, persiste la doble moral que se ha instalado en las mentalidades de la gente con la valoración denigratoria sobre las “putas”. En ese contexto, la narrativa neoabolicionista ha producido un discurso con una retórica aberrante, que mezcla comercio sexual y trata, y que es difundido de manera sensacionalista. Otras contribuciones producto del workshop, y reunidas en este libro, se ocupan de cómo opera la policía, generando más injusticias a la desigualdad existente, así que no entraré en detalles acerca del riesgo y la precariedad que implica hacer trabajo sexual en nuestros contextos latinoamericanos. Lo que subrayo es que, aunque el trabajo sexual autónomo no se piensa políticamente como aceptable, en la práctica sigue siendo una realidad social culturalmente aceptada, y su existencia sigue marcando a las identidades femeninas de forma binaria: puta o decente.


    Es un hecho que en nuestra tardía modernidad millones de mujeres sobreviven gracias a dos actividades: el trabajo sexual y el trabajo doméstico. La reformulación que ha ocurrido con el trabajo sexual dentro del paradigma antitráfico ha reforzado la persecución no solo de las trabajadoras autónomas, sino también de las mujeres migrantes, muchísimas de las cuales hacen trabajo sexual durante su traslado y movilización entre fronteras. Las trayectorias de las personas desplazadas dentro y fuera de sus lugares de origen han sido estudiadas por investigadoras que documentan cómo la economía política del neoliberalismo se disfraza con propaganda humanitarista, mientras produce explotación, violencia y control (Bernstein y Jakobsen, 2022). El dispositivo “antitrata” ha sido compartido transnacionalmente, y ha llevado a muchos gobiernos a endurecer sus políticas sexuales y sus reglamentaciones migratorias, y esas iniciativas han contado con el apoyo de ciertos grupos feministas. ¿Cómo interpretar esa postura?


    Una pista la ofrece la politóloga estadounidense Wendy Brown (2008), quien plantea que existen dos racionalidades distintas, el neoliberalismo y el neoconservadurismo, que convergen y generan procesos de desdemocratización. Según Brown, el neoliberalismo (una racionalidad del mercado) se expande de la mano del neoconservadurismo (una racionalidad moral y política), y juntos construyen un contexto donde la aspiración de emancipación política se borra y el esfuerzo democrático languidece. Para Brown, el neoliberalismo es un proyecto que abarata y desarraiga la vida y que abiertamente explota el deseo mientras que el neoconservadurismo es un proyecto centrado en reforzar significados conservadores de ciertas formas tradicionales de vida, que reprimen y regulan el deseo. La racionalidad neoliberal, que es amoral tanto en sus fines como en sus medios, se aleja del discurso moral convencional y se afirma en una racionalidad instrumental que se mezcla (interseca, dice Brown) con el neoconservadurismo, que es una racionalidad expresamente moralista y regulatoria. Brown señala que los efectos desdemocratizadores del neoliberalismo preparan el terreno para la gobernanza neoconservadora, en la que la movilización política de un discurso cuasi religioso resulta un fertilizante importante. En ese terreno, donde se mezclan política neoliberal y cultura neoconservadora, es donde las feministas neoabolicionistas coinciden con los eclesiásticos y su agenda neoconservadora contra la “ideología de género”.


    Así, en el complejo y variado panorama de los feminismos, muchas de las compañeras que se posicionan en contra del trabajo sexual ahora también asumen esa agenda conservadora y coinciden así con grupos como el Opus Dei, los Legionarios de Cristo y organizaciones de ultraderecha como Hazte Oír. Las organizaciones que se asumen “abolicionistas” se dedican a “rescatar víctimas”,1 pero también pretenden “abolir” muchos otros problemas. No hay que confundirlas con el abolicionismo de Angela Davis, dirigido a “abolir” las prisiones y la tortura,2 causas muy distintas de las que movilizan a las neoabolicionistas. En México, por ejemplo, en noviembre del 2021, el Movimiento Nacional Feminista Abolicionista (MNFA) convocó al Congreso Fundacional Feminista Abolicionista para consolidar una agenda conformada por los siete temas que se proponen abolir: 1) trata; 2) prostitución; 3) pornografía; 4) gestación por sustitución; 5) violencia (familiar, psicológica, sexual, patrimonial, laboral, digital, institucional y el femicidio); 6) el “generismo” (el reconocimiento de la identidad de género), y 7) bloqueadores y modificadores hormonales en la pubertad. El MNFA se articula con la Women’s Declaration International (WDI), un grupo feminista separatista que reivindica la biología y afirma que la condición de “mujer” radica en el sexo (tener útero) y no en el género (asumirse mujer). La WDI (la Declaración Internacional de la Mujer) es ya una red mundial que articula a los feminismos antigénero, antitrans y, obviamente, anticomercio sexual. Su postura mujerista las inscribe dentro de la adenda conservadora contra “la ideología de género”, que encima de todo está atravesada por la polarización política entre partidos y fuerzas opositoras, entre conservadores y liberales, o, más bien, entre derecha e izquierda.


    Brown sostiene que cuando intersecan la racionalidad neoliberal y la racionalidad neoconservadora, las fuerzas de desdemocratización que están en juego impactan (“hackean”) las creencias y prácticas democráticas. Esto es posible constatarlo en los efectos prácticos, eminentemente jurídicos, que ha provocado la retórica sensacionalista y alarmista del dispositivo antitrata, construido sobre la base de creencias acerca de la victimización sexual y la explotación de las mujeres. Janet Halley (2006) relata cómo se ha ido armando una narrativa victimista a partir de una tríada de elementos: la inocencia de las mujeres, el daño a las mujeres y la inmunidad de los varones. Las feministas neoabolicionistas desarrollan esa narrativa aderezándola con la retórica moralista y cristiana de la doble moral, la misma que también utilizan los gobiernos y las organizaciones de supuesta ayuda humanitaria. En esta “guerra cultural” muchas figuras políticas que defienden los procesos de democratización se aferran sin embargo a prejuicios derivados de creencias ideológicas sobre el trabajo sexual. La agenda democrática que, pese a ciertas fallas clasistas y racializadoras, ha servido para reconocerles derechos tanto a las personas de la diversidad sexual como a las que asumen identidades de género no normativas, no ha logrado hacerlo respecto de quienes llevan a cabo la venta de servicios sexuales. Y ahí el papel de un feminismo “mujerista”, esencialista y hoy en día “antigénero” ha jugado un papel negativo.


    ¿Qué implica pensar en derechos laborales para las trabajadoras sexuales? La experiencia en la Ciudad de México muestra lo escasamente útil que ha resultado su reconocimiento legal como “trabajadoras no asalariadas”, figura que describe a quienes venden servicios en la calle.3 El conflicto radica en definir quién decide dónde se pueden parar en la calle, y en las políticas de gentrificación y de ambulantaje que las ahuyentan de ciertos espacios. Asimismo, persisten los obstáculos legales para que renten un espacio sin que eso se considere “lenocinio”. Así, su demanda es que el Estado reconozca formas de organización del trabajo, como la de administrar ellas mismas espacios seguros para llevar a cabo su trabajo, sin que eso se considere delito. Además hay que tener presente que también, más allá del peso inmenso de la doble moral cristiana, con su valoración de la respetabilidad sexual, hay trabajadoras que reclaman su derecho al disfrute y la fiesta. De esto se habla poco debido al estigma, pero sin duda existen dimensiones psíquicas y físicas donde entran en juego el deseo y el placer. Muchas trabajadoras se desmarcan del estereotipo de la víctima y ven su oficio no solo como una cuestión de supervivencia, sino como una labor más humana que otro tipo de trabajos, e incluso puede llegar a tener momentos gratificantes. Es muy importante reconocer este aspecto pues cuestiona el victimismo moralista con el cual se ve todo lo relativo al comercio sexual.


    Los intercambios sexuales entre los seres humanos se pueden clasificar en dos grandes tipos: uno que se puede categorizar como “expresivo”, dado que involucra la erotización y no media más que el disfrute, y otro “instrumental”, cuando una de las personas involucradas usa la relación sexual para conseguir algo de otro orden (regalos, prebendas, dinero, bienes o favores). Al intercambio instrumental se lo llama “sexo transaccional” cuando no media el dinero, y “prostitución” cuando hay un cobro monetario. “Prostitución” es un término peyorativo que solamente califica a quien vende, y no a quien compra. Negarles a ciertas personas el derecho a vender servicios sexuales en sociedades donde es legítimo vender otros servicios corporales implica, además de exponerlas a la violencia y la discriminación, su exclusión como ciudadanas con derechos. Esto genera un grave problema democrático, pues cuando las trabajadoras sexuales reclaman sus derechos laborales ponen en entredicho su exclusión de la ciudadanía. Interrogarnos respecto de cuáles son los términos con los que se concibe el comercio de servicios sexuales exhibe la persistencia en el orden simbólico y político de la doble moral cristiana respecto del uso sexual del cuerpo femenino. Las expresiones de desprecio y rechazo hacia las trabajadoras sexuales son un indicador de la debilidad de nuestra cultura política democrática, y muestran que todavía falta un cambio de mentalidades y de producciones culturales que desmitifiquen y pongan en cuestión la doble moral sexual.


    Pese al avance del neoconservadurismo puritano, los procesos de mundialización y desregulación neoliberal del mercado han provocado la expansión del comercio sexual como nunca antes, con una proliferación de nuevos productos y servicios. Existe una aceptación tácita, que subyace a la narrativa que habla de la igualdad entre mujeres y hombres, de que en realidad los hombres siguen básicamente pagando (en efectivo, o con regalos y favores) para tener sexo con mujeres.4 Según Roy Baumeister y Kathleen Vohs (2004), si se reconocieran de manera explícita los procesos de intercambio sexual seguramente surgiría un conjunto de dificultades subjetivas y haría que las personas se sintieran reticentes a negociar claramente el intercambio de sexo por dinero. Lo llamativo es que el intercambio de sexo por bienes no recibe la condena que recibe si es por dinero. Y eso que en la modernidad tardía y neoliberal la sexualidad se ha convertido en un punto de incesante circulación del dinero (Illouz, 2019). Aunque permanece el interés sobre qué es lo que motiva a las personas a vender y comprar sexo, no se registra la diferencia que hacen hoy la globalización y la transformación del capitalismo. En distintas partes del mundo el sexo comercial aparece como una actividad casi abierta, y los intercambios de sexo tienen gran variedad. La expansión del sector de servicios sexuales se muestra en historias de trabajadoras locales que adaptan sus performances para coincidir con los gustos de sus clientes en el tipo de ropa, en el ambiente y la música. Algunas trabajadoras sexuales intentan profesionalizarse y cultivan (y venden) un “personaje”. Modelaje, strippers, teibol, escorts y “prostitución” son asumidas como ocupaciones gratificantes, que abren puertas y facilitan no solo la movilidad social sino también una vía de autorrealización. Laura Agustín (2007b) concluye que la evidencia empírica habla contundentemente de este cambio cultural, que contrasta con la retórica victimizante que usan las neoabolicionistas.


    Tal vez más que inquietarse por las mujeres dispuestas a vender servicios sexuales habría que reflexionar sobre qué significa social y políticamente la persistencia del estigma sobre el comercio sexual. O sea, habría que empezar por cuestionar los juicios previos, los prejuicios, que circulan sobre el intercambio de sexo por dinero. Los prejuicios obstaculizan, incluso respaldan la prohibición acerca de que las trabajadoras sexuales tomen decisiones sobre sus propios cuerpos. Para comprender mejor el funcionamiento del prejuicio, además de entender el peso de la doble moral, resulta útil conocer la reflexión acerca del prejuicio que hace la psicoanalista Silvia Bleichmar. Ella reflexiona sobre el tránsito de la creencia al prejuicio y señala que al prejuicio “lo que le da el carácter patológico es su inmovilidad, su imposibilidad de destitución mediante pruebas de realidad teóricas o empíricas” (Bleichmar, 2007: 44). Sí, a las feministas neoabolicionistas no les interesa conocer el corpus de investigaciones que documentan la variedad de formas en las que las mujeres llevan a cabo ese intercambio; al contrario, se aferran al prejuicio sobre lo “degradantes” y “violentos” que son todos, indefectiblemente todos, los intercambios de sexo por dinero. Bleichmar plantea que cuando el prejuicio deviene el organizador de la acción, toma un carácter primordialmente antiético. Por eso concluye subrayando un asunto cardinal: “El prejuicio es, indudablemente, una excelente coartada psíquica para la elusión de responsabilidades y el ejercicio de la inmoralidad” (p. 45).


    Lo de la elusión de responsabilidades remite a lo que hace años Max Weber (2017) [1919] explicó con relación a que toda acción éticamente orientada se enmarca en dos máximas “fundamentalmente distintas e irremediablemente opuestas”: la ética de la convicción y la ética de la responsabilidad. Se trata de dos concepciones básicas del mundo, y de la relación entre la ética y la política, y según Weber hay una diferencia abismal entre obrar con una o con otra; mientras la ética de la convicción se aferra a lo que se cree sin ver las consecuencias que produce, la ética de la responsabilidad analiza dichas consecuencias. Weber dice que cuando las consecuencias de una acción realizada conforme a la ética de la convicción son malas, quien la impulsó no se siente responsable de ellas. Tal parece que desde su convicción de que el comercio sexual es nocivo e implica violencia para las mujeres, las neoabolicionistas no ven las consecuencias concretas que conllevaría prohibir los intercambios instrumentales por dinero. Y como tampoco logran ver que resulta imposible prohibirles a las personas que intercambien sexo por muchas otras cosas, no asumen la injusticia que implica castigar a quienes lo hacen por dinero.


    La coartada psíquica de creer que se está rescatando a las trabajadoras de la violencia y la degradación elude la responsabilidad ante las consecuencias concretas de tal rescate. Esto lo subrayan también Janet Halley et al. (2006) cuando critican la manera en que ciertas feministas descuidan las consecuencias de las reformas legislativas que impulsan, en especial, la forma en que producen personas que ganan y personas que pierden con ellas. Un compromiso responsable de las distintas posturas feministas tendría que ir más lejos que simplemente desplegar sus convicciones: debería analizar los costos y los beneficios de sus propuestas y de sus acciones en las vidas concretas de las trabajadoras sexuales.


    La demanda de reconocimiento del trabajo sexual como trabajo desestabiliza las nomas culturales que definen no solo los términos de la ciudadanía sino también la configuración del mandato de la feminidad. El dispositivo antitrata ha demonizado el debate sobre el comercio sexual, afectando las reivindicaciones de autonomía de las trabajadoras que venden servicios y reforzando la figura de la víctima (Pitch, 2022). Al no ver la variedad de formas en que los intercambios se llevan a cabo y al aferrarse a la creencia de que todo intercambio sexual por dinero es degradante y violento, las neoabolicionistas no logran visualizar la complejidad del fenómeno, en el cual sin duda hay víctimas de trata, pero también hay trabajadoras autónomas que reclaman derechos.


    En la batalla cultural para lograr que el trabajo sexual autónomo y con derechos sea una realidad nuestro desafío es seguir investigando, analizando y documentando lo que ocurre, y así colaborar en la ampliación de los marcos de comprensión y regulación de la actividad. Y aunque la conjunción del neoliberalismo y neoconservadurismo nos la pone muy difícil, son las propias trabajadoras sexuales, con su compromiso y valentía, las que nos dan el ejemplo de seguir luchando.
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        1. El trabajo de investigación de la antropóloga Laura Agustín (2007a) pone en evidencia “la industria del rescate”.

      


      
        2. En 2005 Angela Davis publicó Abolition Democracy: Beyond empire, prisons and torture, y en 2022, con otras tres autoras, Abolition. Feminism. Now.

      


      
        3. Brigada Callejera ha trabajado en la creación de una Red Nacional de Trabajadoras Sexuales y ha acompañado a un grupo de trabajadoras sexuales en el reconocimiento legal por el gobierno del trabajo sexual como “trabajo no asalariado”, o sea, el trabajo que se hace en la calle, sin patrón ni salarios: lustrabotas, vendedores, etcétera. También se llama trabajo a cuenta propia (Romero, Montejo y Madrid, 2014).

      


      
        4. Aunque el fenómeno de mujeres que pagan a hombres va en aumento, este suele darse en espacios turísticos y no en las localidades donde ellas viven (Carr y Poria, 2010).

      

    

  


  
    Los efectos de las leyes inocuas: el caso de la Ley Palacios en el Atlántico sudamericano 

 Cristiana Schettini



    ¿Todavía existe trata de mujeres y niñas? Esta es la pregunta que se hace hoy con cierta incredulidad por parte de personas que no estudiaron el problema. Ellas habrán escuchado vagamente sobre “la trata de esclavas blancas” que existió años atrás, y el nombre atraerá su atención; pero ellas también habrán escuchado algo sobre las leyes nacionales y las convenciones internacionales para suprimirla, y probablemente llegarán a la conclusión de que, si bien alguna vez fue verdad, ahora es una cosa del pasado, que [solo] perdura en la forma melodramática de la novela popular o del cine. (Liga de las Naciones, 1927: 9; mi subrayado)


     


    A pesar de formuladas en 1927, estas observaciones realizadas por un grupo de especialistas reunidos en el Comité Antitrata de la Liga de las Naciones probablemente suenen algo familiar a quienes, casi un siglo después, estudian los procesos de internacionalización de los mercados del sexo. A comienzos del siglo XX, la idea de un desconocimiento generalizado sobre la trata de mujeres y niñas, alimentado por las narrativas que asumen una “forma melodramática”, propia del mercado de entretenimientos, se oponía al saber competente de quienes realmente “estudiaron el problema” con la seriedad de quien ingresa al debate con el peso de las leyes y las convenciones internacionales de su lado. Las aguerridas disputas que involucran especialistas y activistas en la actualidad en torno a cifras, sentidos y conceptos tienden a seguir oponiendo objetividad e imaginación. Sin embargo, poco se discute sobre qué conocimiento del pasado incide en estas formas de concebir el tema.


    Los especialistas de la Liga de las Naciones escribieron en los años que siguieron a la Primera Guerra Mundial. Sus intervenciones respondían a un momento en que las narrativas sobre la trata de personas volvían a ganar importancia internacional a través de ficciones, películas y una diversidad de escritos con intenciones periodísticas y científicas. En una situación de crisis económica en muchos países europeos, la reanudación de los movimientos migratorios y el aumento de los movimientos nacionalistas en los países americanos alimentaron antiguas historias de rufianes extranjeros que obligaban a jóvenes europeas blancas a la prostitución en los grandes centros urbanos en los que había recaído la mayor parte de la migración europea en las décadas anteriores.


    Con estas palabras, los especialistas introducían la publicación de los resultados de un esfuerzo de investigación social de dimensiones inéditas que había alcanzado a autoridades, proxenetas y prostitutas de centenas de ciudades a lo largo de tres continentes, con el objetivo de producir conocimiento riguroso sobre el funcionamiento de lo que hoy llamaríamos mercado internacional del sexo. La distinción entre el melodrama de las producciones culturales, de un lado, y la investigación rigurosa, aliada de las leyes, del otro, sostenía la veracidad y el rigor de las informaciones volcadas en dos tomos, clasificadas por ciudades y países. La conclusión era tajante: la trata de mujeres seguía existiendo de acuerdo con una organización comercial que conectaba distintas regiones según la oferta y la demanda de extranjeras por parte de públicos locales consumidores de servicios sexuales. La recomendación de los especialistas pasaba por la coordinación entre autoridades, la vigilancia de la circulación internacional de mujeres, el control migratorio y la aprobación de leyes que penalizaran a las terceras partes que lucraban con la prostitución ajena.


    Este texto parte de aquella formulación producida en el ámbito de una experiencia preliminar de organización internacional para poner en cuestión no tanto la investigación misma que se había llevado a cabo, sino el lugar destacado de las “leyes nacionales y convenciones internacionales” en el argumento sobre el combate de problemas sociales que adquirían dimensiones transatlánticas. Con eso, alzaba el campo de la legislación internacional a un marco de referencia para una posible coordinación entre autoridades de combate a la trata de mujeres, haciéndolo en términos que consideraba el derecho de forma externa a las disputas sociales, como un instrumento que no solo establecía lo justo, sino también delimitaba lo real. Las próximas páginas examinan cómo, en lugar de constituir dos ámbitos antagónicos, formas melodramáticas y derecho confluyeron para construir la trata como un problema social de alcance internacional a comienzos del siglo XX. Para eso, toma como caso la llamada Ley Palacios de combate a la trata de mujeres, aprobada en septiembre de 1913 en la Argentina, contrastando su revalorización en los últimos años con sus sentidos en disputa en el pasado. La ley permite acompañar esta confluencia antes de que pasara a ser parte de un vocabulario de iniciativas diplomáticas de cooperación internacional y de legislaciones de criminalización de intermediarios de la prostitución.


    Estudios recientes sobre la organización social de los mercados del sexo vienen mostrando cómo la construcción de la trata de personas como un problema social de contornos internacionales demanda un abordaje articulado entre la emergencia y los usos de categorías legales y aquellas que se producen en muchos otros lugares sociales, como las telenovelas, el periodismo e iniciativas políticas sobre otros temas, como la desaparición de personas, en el caso argentino (Varela, 2016; Martinowsky, 2020). Al desconfiar del rol del derecho como instituidor de realidad social, o exclusivamente como respuesta racional a amenazas sociales, este tipo de abordaje lo considera como campo de disputas. Desde esta perspectiva, lejos de ceñirse a las buenas intenciones de legisladores y juristas, las normativas legales pasan a ser analizadas en sentidos y usos que escapan a sus expectativas y sus prejuicios (Tarantino, 2021). En esta clave también han sido analizadas las recientes iniciativas criminalizadoras de distintas formas de trabajo sexual no solo por parte de estudiosas, sino también como parte de un ejercicio reflexivo de las propias personas afectadas por la legislación (Varela, 2016; Orellano, 2022).


    Este tipo de indagación recién empieza a extenderse al estudio de otros períodos históricos. De hecho, el conocimiento histórico sobre la trata sigue fuertemente vinculado a las versiones construidas por una parte de quienes vivieron la historia, aunque resulta difícil reconocer sus parcialidades. Aquellos especialistas que llevaron adelante la investigación del Comité Antitrata de la Liga de las Naciones en 1927 estaban convencidos de que la gran presencia de prostitutas europeas en ciudades como Buenos Aires o Río de Janeiro debería considerarse, de por sí, como evidencia de trata; creían que los pueblos a los que consideraban como “latinos” no entendían los maleficios del sistema de ordenanzas municipales que regulaban las casas de prostitución; en fin, consideraban que sus propias concepciones sobre la responsabilidad sexual y sobre la castidad, insertas en tradiciones puritanas, eran naturalmente más avanzadas que cualquier otra. Si se suma a todo eso su desconocimiento profundo del idioma y de la historia de los “nativos” a quienes estudiaron, los procesos de racialización y feminización en estos procesos de conocimiento se vuelven evidentes (Chaumont, 2009).


    Identificar estos desconocimientos no es una cuestión menor o anecdótica; más bien, es un paso fundamental para comprender cómo fue que el conocimiento científico y riguroso sobre las prácticas sociales que recibieron la denominación de trata hace un siglo tuvo consecuencias, muchas veces deletéreas, para migrantes y trabajadoras sobre quienes recayó la vigilancia pública y la privada en aquel momento y posteriormente. Conocer mejor cómo, en su momento, el conocimiento producido por investigadores, policías, legisladores y otros especialistas estuvieron atravesados por intencionalidades y temores, e insertas en disputas, impide tomarlo como si se tratara de observaciones directas y exentas sobre el pasado. Además, nos enseña algo sobre cómo las leyes operaron socialmente, y sobre sus efectos inesperados, incluso en el largo plazo.


    La Ley Palacios es particularmente pertinente para una reflexión sobre la construcción de los usos de las historias sobre la trata y su combate. Sus once artículos modificaban el delito de corrupción de menores, al punir a la persona que “en cualquier forma promueva o facilite la prostitución o corrupción de menores de edad para satisfacer deseos ajenos, aunque medie el consentimiento de la víctima” y al establecer una escala de penas para víctimas mayores de edad y para distintas formas de obtener su consentimiento (ley 9.143/13). La ley fue recuperada en muchas intervenciones humanitarias recientes por ocasión de su centenario, en un contexto de aguerridos debates sobre la legislación antitrata. La construcción de su sentido fundacional, al volver a ser considerada en los últimos años como la primera ley antitrata de la Argentina, a veces de América Latina e incluso del mundo, merecen ser indagadas y contrastadas en distintas etapas. Además, en sus primeros momentos, el impacto regional y los usos locales pueden ser rastreados a la luz de debates sobre el lugar del derecho y de las cooperaciones internacionales para el combate a la trata a comienzos del siglo XX.


    El ejercicio de explicitar las conexiones entre sus usos pasados y otros usos en el presente habilita una reflexión sobre hasta qué punto analogías históricas unidimensionales y la obsesión por un punto de origen en un recorrido lineal y evolutivo pueden dificultar un conocimiento social quizá más importante que la existencia o no de la trata, tal como plantearon los especialistas de la Liga de las Naciones en 1927: las consecuencias de políticas públicas bien intencionadas y sus sentidos y usos para quienes son afectadas por ellas.


    La Ley Palacios hacia su centenario


    Al menos desde 1999, la Ley Palacios empezó a ocupar un lugar destacado en la intensificación del debate público en la Argentina sobre la trata de personas. En enero de aquel año, una conferencia mundial de mujeres, organizada por una organización abolicionista, la Coalición contra el Tráfico de Mujeres (CATW, por su sigla en inglés), definió el 23 de septiembre, fecha de aprobación de la ley argentina en 1913, como Día Internacional de Lucha contra la Explotación Sexual y el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños.


    
      [image: ] 

      En el afiche elaborado por la Unión Internacional de Organizaciones Católicas de Mujeres para marcar el Día Internacional contra la Explotación Sexual y el Tráfico de Mujeres, Niñas y Niños reaparece la misma denominación empleada por los especialistas de la Liga de las Naciones en 1927. Fuente: wucwo.org, 23 de septiembre de 2020.

    


    De acuerdo con la Unión Internacional de Organizaciones Católicas de Mujeres que recordó la fecha en 2020, la ley había sido aprobada para combatir “la prostitución infantil”. La efeméride establecía una relación entre la antigua ley argentina y un presente en el que se estimaba “1,8 millones de personas víctimas de trata” en el mundo, de acuerdo con la misma institución.1 Más específicamente, la explicación recurre a un pasado lejano, en el que la Argentina había sido un destino importante del delito, para construir una identificación, y consecuentemente una caracterización, del problema de la explotación sexual de mujeres y niñas en el presente. Dicho de otro modo, para producir la impresión de que, bajo la designación de “trata”, un mismo problema social se manifestaba en distintos tiempos y lugares.


    Iniciativas como esta fueron parte de un momento de construcción de la trata de personas como un problema público internacional a fines del siglo XX en el cual la Argentina no ocupaba un lugar tan destacado como otros destinos del turismo sexual europeo. Pero en distintos centros urbanos del país, el centenario de la Ley Palacios puede haber sido un detalle que contribuyó para construir localmente el tema de la trata de personas en el orden del día. La referencia a un lejano pasado de la trata en Buenos Aires de comienzos del siglo, aunque no se replicara en el presente, de alguna manera atribuía verosimilitud y un vocabulario para construir la importancia renovada del problema a comienzos del siglo XXI.


    Al acercarse la fecha del centenario de la ley, diversas actividades en la Argentina prosiguieron en la construcción de conexiones entre pasado y presente. A partir de la reivindicación de la pertenencia del diputado Palacios al socialismo, el Partido Socialista Auténtico de Buenos Aires promovió un evento en 2012:


    En este caso, la identificación del pasado con el presente habilitó presentar la lucha actual contra la “trata” y la “explotación de la mujer” como parte de las luchas del “socialismo histórico” por los derechos de los trabajadores. La presencia del referente de la Fundación Alameda, una de las principales organizaciones civiles comprometidas en campañas contra los lugares de trabajo sexual, al lado del secretario general del Partido Socialista, evidenciaba una agenda mucho más conectada con las luchas políticas de aquel momento. El momento era estratégico. El acercamiento del centenario de la Ley Palacios confluyó con la discusión, en 2012, de la Ley de Trata que había sido aprobada en 2008 en el sentido de reformular y ampliar el alcance del delito, aun cuando mediara el consentimiento de la víctima. Con eso, se ampliaba también la persecución a establecimientos de comercio sexual, con consecuencias deletéreas para las trabajadoras sexuales (Daich y Varela, 2014; Varela y Martynowskyj, 2021).
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          Afiche de homenaje a Alfredo Palacios, por ocasión del centenario de la Ley. “Hoy 18.30 charla en homenaje a Alfredo Palacios”. Fuente: Fundación Alameda, laalameda.wordpress.com, 17 de septiembre de 2013. Consulta: 22 de enero de 2023.

        

      

    


    En 2013, otras instituciones y ONG se sumaron a las celebraciones del centenario de la Ley Palacios. El Ministerio de Seguridad, por ejemplo, publicó un texto en el que la ley se insertaba en una larga línea de legislación nacional y convenciones internacionales. Puesta al lado de la Asamblea Constituyente de 1813, que supuestamente habría prohibido la esclavitud, pasando por los convenios internacionales promovidos por la Organización de las Naciones Unidas (ONU), como el de 1957, y llegando, finalmente, al Protocolo de Palermo, sancionado en 2000, se generaba la impresión de que la Ley Palacios era parte de este panteón de hitos humanitarios, que respondían a un mismo persistente y esencial problema: la esclavitud humana (Ministerio de Seguridad, 2013).


    En iniciativas como esas, la operación de identificación con el pasado se asocia a distintas intervenciones políticas. La revalorización de la Ley Palacios como “la primera ley” que penalizó la trata, sea en América Latina, sea “en el mundo”, acompañó la intensificación de las persecuciones contra el trabajo sexual en la Argentina. Aun cuando, en el mismo 2013, la ONU definió el 30 de julio como Día de la Lucha Antitrata, la fecha que hace referencia a la Ley Palacios siguió presente en el contexto local. Con eso, la búsqueda por hitos fundacionales alimentó la idea de un “antes”, caracterizado por vacíos legales. Frente a ellos, la aprobación de leyes adquiere un sentido progresivo: tanto la Ley Palacios en su momento como, un siglo después, las leyes 26.364 y la 26.482, vendrían a llenar esos vacíos. En este sentido, la celebración de efemérides de la lucha contra la trata a través de la centralidad atribuida a la aprobación de leyes genera un doble efecto: naturaliza el campo del derecho como el campo propio del combate a la trata, a la vez que contribuye para sobredimensionar los efectos sociales de la ley, homogeneizando su impacto.


    Los usos más recientes de la Ley Palacios, especialmente en el contexto del debate sobre leyes de trata a comienzos del siglo XXI, abren la oportunidad de una indagación sobre las dinámicas sociales alrededor de su producción y los sentidos que asumió en otros momentos. No se trata de buscar una verdadera historia escondida bajo los sentidos de las efemérides, sino de arrojar evidencias que resulten útiles para pensar sobre el derecho como una construcción social disputada e históricamente específica. Algunas evidencias preliminares resultan reveladoras de ciertas diferencias centrales entre lo que estuvo en discusión en 1913 y en 2012. Por ejemplo, a pesar de lo que había sido anunciado por la página web de la Asociación de Organizaciones Católicas, la Ley Palacios no fue contra la “prostitución infantil”. Si bien ella punía la presencia de mujeres menores de edad en prostíbulos regulados, su novedad fue prever la punición de la práctica de la promoción o facilitación de la prostitución incluso de mujeres mayores, y aun cuando mediaba el consentimiento de las víctimas. La ley marcaba, precisamente, una diferencia con la legislación penal hasta entonces vigente, que trataba apenas de la corrupción de menores.


    Más compleja es la identificación de la Ley Palacios como punto fundacional en un recorrido histórico que culminaría con la victoria de una perspectiva abolicionista sobre la prostitución. La propia denominación “abolicionismo” adquirió sentidos distintos en la historia. Actualmente, el activismo que así se define suele referirse al abolicionismo de la prostitución misma como actividad, agenda construida en oposición a los movimientos que demandan reconocimiento de los derechos laborales y garantías legales para su ejercicio (Daich, 2012). En cambio, en 1913, la palabra se refería a la lucha contra el sistema de reglamentación municipal de las casas de prostitución, vigente, con variaciones, en la mayor parte de los centros urbanos de los continentes europeo y americano. El sistema suponía la concesión municipal de licencias, el pago de patentes y el cumplimiento de exigencias de orden higiénico y laboral por parte de sus regentas, reconocidas como interlocutoras junto al poder público municipal. En ese contexto, entonces, la postura abolicionista no significaba, necesariamente, una postura antiprostitución, sino más bien una postura crítica hacia las políticas públicas.


    En 1913, además, las posturas abolicionistas estaban lejos de ser consideradas de forma consensual como intrínsecamente superiores al reglamentarismo. En efecto, los debates en torno a la Ley Palacios explicitan uno de los conflictos internos que separaban a los propios socialistas. Alfredo Palacios, por ejemplo, estaba entre aquellos que consideraban que el sistema reglamentario no podría ser desechado de un momento a otro, al estar tan entrañado en la vida social porteña (Guy, 1988). Por eso mismo, la responsabilidad penal por la “simple admisión” de una mujer en una casa de prostitución estuvo en el foco de la discusión sobre la ley y su aplicación. Si bien las posturas críticas del reglamento encontraban en esta práctica una evidente forma de intermediación de la prostitución con intención de lucro, el sistema de casas licenciadas no fue cuestionado por la Ley Palacios, y siguió involucrando un conjunto de deberes y derechos para quienes explotaban el negocio.


    Se trata de un detalle crucial por todo lo que revela sobre las diferencias entre posturas autodenominadas abolicionistas separadas por un siglo. En 1913, la lucha contra la trata de mujeres era pasible de ser concebida, al menos para algunas personas en Buenos Aires, de forma coordinada, o cuanto menos de forma compatible, con el mantenimiento de la reglamentación de la prostitución. Era precisamente en este cruce que se ubicaba la Ley Palacios. Esta posibilidad se perdió en las décadas siguientes, mientras la noción de que el sistema de reglamento de casas de prostitución favorecía la trata de mujeres se volvió predominante. En los años posteriores, principalmente en los que siguieron a la Primera Guerra Mundial, con la derogación progresiva de las ordenanzas municipales que regulaban las casas de prostitución, y principalmente a partir de la coyuntura que se abre con la publicación de libros de denuncia de la trata, como el mencionado informe del Comité Antitrata de la Liga de las Naciones, el reportaje de Albert Londres y muchos otros, se afianzó la idea de que el tiempo de la “trata de blancas” había sido el de la reglamentación de los prostíbulos (Liga de las Naciones, 1927; Londres, 1928).
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